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SUMARIO:

Lección 13

I. CLASES DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA. II. LOS ACTOS ADMINIS-
TRATIVOS. 1. Concepto. 2. Elementos. A) Sujeto. B) Objeto. C) Elemento tele-
ológico. D) Forma. III. CLASES DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. 1. Actos
favorables y de gravamen. 2. Actos resolutorios y de trámite. 3. Actos que causan
estado en la vía administrativa y actos que no lo producen. 4. Actos originarios y
confirmatorios. 5. Actos simples y actos complejos. 6. Actos plúrimos. 7. Actos
constitutivos y declarativos. IV. EL SILENCIO ADMINISTRATIVO. 1. Silencio
positivo. 2. Silencio negativo. 3. Otras modalidades de regulación del silencio
administrativo. V. VICIOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 1. Actos nulos de
pleno derecho. 2. Actos anulables. 3. Efectos de los actos viciados. 4. Transmisi-
bilidad, convalidación, conversión y conservación de los actos inválidos. 5. La
invalidez sobrevenida. VI. LOS CONVENIOS ADMINISTRATIVOS.  BIBLIO-
GRAFÍA.

CLASES DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA

La actividad administrativa puede dividirse atendiendo a varios criterios. El
primero de ellos es el jurídico-formal, del que resultan cuatro tipos de actividad
fundamentales: los actos administrativos, los convenios, los contratos administra-
tivos y la coacción administrativa. Sumariamente puede establecerse que la nota
esencial de cada categoría es la de constituir los actos administrativos una deci-
sión unilateral de la Administración jurídicamente formalizada; los convenios
con particulares son un acuerdo de voluntades para la satisfacción de un interés
público, que se inserta en un procedimiento administrativo con carácter previo
o sustitutivo de la decisión final; los contratos administrativos (que se estudian
en las lecciones 14 y 15) son un pacto del que se derivan derechos y obligaciones
para las partes; y la coacción administrativa, una acción directa sin previo pro-
cedimiento administrativo que se justifica por la necesidad de actuar de forma
inmediata en circunstancias de excepción (GARCÍA DE ENTERRÍA la califica
acertadamente de cumplimiento inmediato de una orden de ejecución). Debe
advertirse, sin embargo, que la coacción constituye también una modalidad de
la ejecución forzosa de los actos administrativos, que tiene unos presupuestos
totalmente diversos de la coacción directa propiamente dicha.

39



Además de estas modalidades, la doctrina destaca que debe señalarse la
existencia de supuestos de pura inactividad administrativa, que tienen conse-
cuencias jurídicas. La inactividad debe diferenciarse de los supuestos encua-
drables en la figura del silencio administrativo, que suponen siempre un incum-
plimiento del deber de resolver que incumbe a la Administración para finalizar
un procedimiento administrativo, tema del que nos ocuparemos más adelante.
En cambio, la pura inactividad se produce al margen de cualquier procedimiento
administrativo.

La inactividad ha sido objeto de especial atención por la LJ (reforma de 1998),
que permite interponer recurso contencioso-administrativo y la posibilidad de
obtener mediante acciones de condena una prestación material obligada por ley
que no precise actos previos para ser realizada o un acto administrativo en pro-
cedimientos iniciados de oficio donde no opera el silencio administrativo, cuando
en ambos casos exista un plazo para realizar la actividad o dictar el acto (artículo
32.1 LJ). Pero la sentencia de condena no puede sustituir a la Administración
cuando la Ley le concede facultades discrecionales para valorar el cuándo y el
cómo realizar la actividad, de modo que sólo podrá el Juez o Tribunal hacer
cumplir la prestación u obligar a dictar el acto que vengan impuestos de forma
concreta por la Ley. Los demás supuestos siguen fuera del control judicial, y así
la ineficacia administrativa, o el incumplimiento de obligaciones que no tienen
plazo concreto, siguen quedando sometidos al control político y al juicio de los
ciudadanos con su voto.
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Junto a estos tres tipos de actividad jurídicamente formalizada, también se señala
la existencia de una actividad puramente material o técnica, que es la dominante
en la acción administrativa, pero que carece de sustantividad jurídica en cada
acción concreta, salvo en el orden puramente organizativo o si de ella se derivan
consecuencias jurídicas por responsabilidad en el funcionamiento de los servicios
administrativos. Son ejemplos de esta clase de actividad la realización de una
operación en un hospital público, la vigilancia del espacio aéreo por un caza del
ejército del aire, o la actividad llevada a cabo por los bomberos al apagar un fuego.

Al margen de esta actividad material lícita, cabe que otra actividad material incu-
rra en la llamada vía de hecho, en la que la acción administrativa no está amparada
por el Ordenamiento jurídico y que produce como resultado una lesión o menos-
cabo de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos. Frente a ella se
preveía la posibilidad de interponer interdictos ante la jurisdicción ordinaria, pero
la LJ ha atribuido estos supuestos a la jurisdicción contencioso-administrativa,
posibilitando que se dicte sentencia de condena para que cese la actuación mate-
rial ilegal, se restablezca la situación violentada y, en su caso, se indemnicen los
daños y perjuicios causados, como estudiaremos en la lección 27.

Junto a estas clasificaciones, la doctrina alemana ha puesto de manifiesto que la
Administración actúa cada vez en mayor medida a través de modalidades no for-
malizadas, como son las consultas, recomendaciones o las advertencias, o con
menor grado de formalización las campañas publicitarias, que simplemente inten-



II.

1.

LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CONCEPTO

El acto administrativo puede ser concebido esencialmente como una deci-
sión unilateral ejecutoria de la Administración, en la que se concreta el ejercicio
de una potestad administrativa. Este concepto refleja fundamentalmente las
concepciones francesas (HAURIOU, VEDEL) y parte de las alemanas
(MAYER). Otra corriente de la doctrina alemana (KORMANN) prefiere cargar
el acento sobre las construcciones dogmáticas del negocio jurídico, excluyendo
de la categoría de acto administrativo a los actos no negociales, lo que, como
veremos, constituye un error; sin embargo, esta dirección doctrinal permitió la
aplicación de la metodología de análisis del negocio jurídico forjada por los civi-
listas al acto administrativo, lo que produjo un importante logro. Aprovechando
esta línea y depurando el error señalado, la doctrina italiana define al acto admi-
nistrativo como: «cualquier declaración de voluntad, deseo, conocimiento o jui-
cio, realizada por un sujeto de la Administración Pública en el ejercicio de una
potestad administrativa» (ZANOBINI). Este concepto es el recogido por la
mayor parte de la doctrina española con muy ligeras modificaciones.

En todo caso, son notas esenciales del concepto de acto administrativo las
siguientes:

a) Los actos administrativos son actos jurídicos, y no meramente materiales,
que suponen en la mayor parte de los casos una declaración de voluntad de la
Administración Pública, pero también de simple conocimiento (certificados, por
ejemplo) o juicio (dictámenes, informes, consultas, etc.).

b) El acto jurídico, la declaración en definitiva, debe ser emitida por la Admi-
nistración Pública. Debe tenerse en cuenta, no obstante, que la actividad rela-
cional de otros Órganos estatales o autonómicos (Órganos de gobierno de las
Cortes, o de las Asambleas autonómicas, por ejemplo) no encuadrables en las
distintas Administraciones Públicas (aun no siendo actos administrativos, en
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tan, a menudo con éxito, influir en la conducta de los particulares para encauzar
la misma en la dirección más conveniente al interés general. Actividad que se ha
categorizado como «actuación administrativa informal». Son actividades que no
se desarrollan en el seno de un procedimiento administrativo que concluya con
una resolución final impugnable ante los Tribunales, no finalizan en un acto admi-
nistrativo propiamente dicho.

También se ha destacado, particularmente entre nosotros por PARADA, la
importancia que está cobrando la actividad de mediación y arbitraje, que en
muchas ocasiones intentan ofrecer una alternativa a las vías de control jurisdic-
cional componiendo intereses. Actividades que se enmarcan unas veces en rela-
ciones jurídicas puramente privadas (en materia de consumo, por ejemplo) y otras
se desarrollan en el ámbito de relaciones jurídico-administrativas.



2.

A)

sentido estricto) también está sometida en el Derecho español al Derecho admi-
nistrativo y al control de los Tribunales de lo contencioso-administrativo,
cuando se produzca en materia de personal y actos de administración.

No son actos administrativos, aunque sí actos jurídicos sometidos al Dere-
cho administrativo, los actos de los administrados en las relaciones jurídico-
administrativas con la Administración Pública (por ejemplo, las instancias,
recursos, etc.). En otro sentido, no son actos administrativos la llamada policía
de estrados, que ejercen los Jueces o Presidentes de Sala en los procesos judi-
ciales (STC 205/94, de 11 de julio).

c) La declaración debe ser consecuencia del ejercicio de una potestad admi-
nistrativa, lo que, como sabemos, conecta los actos administrativos con el prin-
cipio de legalidad, entendida como «positive Bindung». Ello implica, además,
que el acto administrativo se diferencia esencialmente de los actos privados de
la Administración Pública y que esté sometido al Derecho administrativo.

Debe advertirse, no obstante, que si la potestad ejercida es la reglamentaria,
el producto de su ejercicio es una norma y no un acto administrativo (de ahí que
GARCÍA DE ENTERRÍA, que recoge la definición de ZANOBINI, la precise
advirtiendo que la potestad que se ejerce al dictar el acto administrativo debe
ser distinta a la reglamentaria).

d) El acto administrativo persigue satisfacer intereses públicos concretos,
por lo que se agota con su propio cumplimiento, a diferencia de los reglamentos,
que tienen una vigencia indefinida. De ahí que el acto exija su efectivo e inme-
diato cumplimiento o ejecución, para lo que la Administración goza de los pri-
vilegios de ejecutividad y ejecutoriedad.

ELEMENTOS

Sujeto

El acto administrativo sólo puede ser dictado por la Administración Pública
competente (competencia de la Entidad que lo dicta), y para no incurrir en vicio
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En algunos supuestos, sin embargo, la jurisprudencia ha llegado a calificar de acto
administrativo los producidos por administrados cualificados. La propia legisla-
ción ha calificado de actos administrativos este tipo de actos de particulares que
actúan por delegación en el artículo 126.3 del RSCL y artículo 203 del RCE. La
justificación en estos casos se encuentra en que son actos producidos por dele-
gación, y respecto de los que la Administración delegante retiene potestades de
supervisión, normalmente en vía de recurso ante ella. Por ello la LJ extiende la
competencia de la jurisdicción contenciosa a estos actos administrativos de
supervisión de los dictados por concesionarios de servicios públicos o en el ejer-
cicio de potestades delegadas o conferidas a otras entidades [artículo 2. c) y d)
LJ].



B)

debe hacerlo el órgano competente, sin perjuicio de las técnicas de alteración
del ejercicio de las competencias que se han estudiado en la lección 5.

Además de la exigencia de la doble competencia de la Entidad pública y del
órgano que concretamente dicta el acto, es preciso que el titular o los miembros
del órgano competente para dictar el acto estén válidamente nombrados, sin
perjuicio de que en ciertos supuestos, por los principios de buena fe y seguridad
jurídica, pueda también darse validez a actos dictados por persona que no reúne
los requisitos exigidos para el válido nombramiento y desempeño de la titulari-
dad del órgano administrativo (supuesto de los funcionarios de hecho).

También se requiere que los titulares del órgano administrativo no estén
incursos en causas de abstención y recusación, previstas por la Ley para garan-
tizar la objetividad de su actuación, excluyendo a quienes estén personalmente
relacionados con el caso que debe decidirse. La Ley enumera como tales causas:
tener interés personal en el asunto, ser administrador de la sociedad o entidad
interesada, o tener cuestión litigiosa con el interesado; tener un vínculo patri-
monial o situación de hecho asimilable o parentesco de consanguinidad hasta el
cuarto grado o de afinidad dentro del segundo con los interesados, administra-
dores de entidades interesadas o sus asesores, representantes o mandatarios;
tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas antes
citadas; haber intervenido como perito o testigo en el procedimiento; tener
relación de servicio con la persona natural o jurídica interesada (art. 23 LRJSP).
La no abstención, en tales casos, del funcionario o autoridad puede dar lugar a
responsabilidad, pero no implicará necesariamente la nulidad de lo actuado. En
los mismos casos, el interesado puede solicitar la recusación del funcionario o
autoridad afectados, que la trasladará con su informe al superior jerárquico para
que decida. Contra esta resolución no cabrá recurso, pero podrá alegarse la
recusación en el recurso que proceda contra el acto definitivo.

En el caso de órganos colegiados es preciso, además, que se hayan obser-
vado las reglas de constitución y funcionamiento legalmente previstas. Temas
que ya han sido analizados en la lección 5 y de la convalidación que se regula en
el artículo 52.

Objeto

El acto administrativo tiene como contenido una declaración de voluntad,
conocimiento o juicio, dependiendo de la clase de acto. La declaración de volun-
tad no debe estar viciada por error, intimidación, dolo o violencia, lo que haría
anulable el acto administrativo. Estas reglas generales cuando el órgano que
dicta el acto sea unipersonal deben ser completadas cuando dicho órgano sea
colegiado, en cuyo caso deben respetarse además las reglas esenciales de fun-
cionamiento de estos órganos como analizaremos más adelante, debiendo tener
en cuenta que los vicios de la voluntad que puedan afectar a los miembros del
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órgano colegiado no determinan por sí solos la nulidad del acuerdo, a no ser que
en el cómputo de la mayoría exigida dicho voto sea decisivo para obtenerla. Por
lo demás, los causantes de los vicios de la voluntad del titular o miembro del
órgano administrativo no pueden alegarlos en su beneficio.

El contenido del acto administrativo puede incorporar elementos acciden-
tales, siguiendo la doctrina clásica del negocio jurídico privado: condición, tér-
mino y modo. Elementos accidentales que están implícitamente previstos en el
artículo 39.2, LPA. No obstante, como los actos administrativos no son pura-
mente negocios jurídicos, sino manifestación de una potestad, la inclusión de
elementos accidentales está limitada en el caso de ejercicio de potestades regla-
das. La jurisprudencia, demasiado permisiva en estos supuestos, los admite
sobre la base de que «por este camino se hace posible el otorgamiento de auto-
rizaciones y concesiones que, de otro modo, deberían ser denegadas» (STS de
23.06.1961).

Finalmente, el contenido de los actos administrativos debe ser posible ajus-
tado a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico y será determinado y adecuado
a los fines que persigue (art. 34.2 LPA). Y si el contenido fuera constitutivo de
infracción penal, determina la nulidad de pleno derecho del acto administrativo
(art. 47 LPA).

Elemento teleológico

En primer lugar, debemos diferenciar los elementos del acto de los de la
potestad. Dado que el acto administrativo es, como venimos reiterando, el ejercicio
de una potestad administrativa, debe descartarse (como nota GARCÍA DE ENTE-
RRÍA) que los presupuestos de hecho sean un elemento del acto. Son simplemente
un elemento reglado definido en la norma que atribuye la potestad, y no del acto,
que es sólo una manifestación del ejercicio de la misma. Lo propio ocurre con el
fin, que es también un elemento reglado de la potestad y cuyo significado, efectos
y técnicas de control han sido también estudiados en la lección 11.

Es por lo demás evidente, que la ausencia de los presupuestos de hecho para
ejercer la potestad, o la persecución de un fin distinto, aunque también sea
público, del previsto en la norma, vician el ejercicio de la potestad, y por tanto
su manifestación: el acto administrativo. Es decir, si no concurren los presu-
puestos de hecho previstos por la norma para ejercer la potestad, o la finalidad
concreta perseguida por el acto administrativo no se identifica con la fijada por
la norma para la potestad de la que es simple manifestación, el acto resulta
viciado.

Si el fin es elemento de la potestad y a él debe atenerse el acto que se dicta
en aplicación de dicha potestad, la causa es la particular finalidad por la que
resulta dictado el acto. La causa supone una realidad objetiva que implica la

Manual de derecho administrativo. Parte general II

44



existencia de un interés público para cuya satisfacción se llega a ejercer una
concreta potestad, que, como tal, tiene un fin objetivo y reglado establecido en
la norma. La discrepancia entre causa del acto y fin de la potestad es la que
produce el vicio de anulabilidad del acto. Por otra parte, en ciertos actos admi-
nistrativos, la desaparición de la causa por la que el acto se dictó produce deter-
minadas consecuencias jurídicas sobre los afectados por el acto. Así ocurre con
la desaparición de la causa (la concreta utilidad pública o interés social) que
motivó la expropiación, que hace nacer el derecho a la reversión del bien o
derecho expropiado en favor de su titular o heredero.

La exigencia de identificación de la causa del acto con los fines de la potestad
que le sirve de fundamento tiene a su servicio, para una más fácil verificación,
la obligación que se impone a la Administración Pública de motivar los actos
administrativos más relevantes y, en todo caso, los que afectan a los derechos
de los administrados. Los motivos del acto son la expresión formal de la inten-
cionalidad por la que se dicta, es, por tanto, la determinación de finalidad con-
creta que señala a cada acto su propio autor. La investigación de los motivos nos
lleva directamente, por tanto, a comprobar en primer lugar su congruencia con
los fines que establece la potestad por la que el acto se dicta; en segundo lugar,
su veracidad, puesto que los motivos expresados pueden no ser los reales y
resultar estos últimos, en definitiva, también disconformes con el fin de la
potestad. En ambos supuestos, la falta de adaptación del acto al fin de la potestad
implica como consecuencia la anulabilidad del acto por desviación de poder.

Todos los actos administrativos pueden ser motivados, pero en el caso de
los actos más relevantes el legislador impone expresamente el deber de mani-
festar formalmente los motivos por los que se dictan. Los supuestos son tan
amplios que prácticamente sólo los actos reglados favorables al interesado y no
perjudiciales para tercero quedan exentos de la motivación. Los actos que deben
ser motivados se prevén en el artículo 35 LPA:
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«a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.

b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones
o actos administrativos, recursos administrativos y procedimientos de arbitraje
y los que declaren su inadmisión.

c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dic-
tamen de órganos consultivos.

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así
como la adopción de medidas provisionales previstas en el art. 56.

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de
plazos y de realización de actuaciones complementarias.

f) Los que rechacen pruebas propuestas por los interesados.



D)

La motivación obliga a expresar las razones por las que se dicta el acto
administrativo. Esta explicación debe tener la amplitud necesaria para que los
interesados tengan el debido conocimiento de los motivos del acto y poder, en
su caso, basar posteriormente la defensa de sus derechos e intereses (STC
37/1982, de 16 de junio y STS de 15-12-1999); debe, por tanto, ser racional y
suficiente (STS de 9-06-1986); aunque basta con remitirse a informes que pue-
dan haber realizado otros órganos y que quien decide hace suyos (STS de
30-05-1986) siempre que dichos informes contengan realmente una motivación
suficiente (STS de 4-11-1988). En el caso de que el acto administrativo venga a
resolver algún procedimiento selectivo y de concurrencia competitiva, la moti-
vación deberá hacerse conforme prevean las reglas que regulan estas convoca-
torias, pero debiéndose acreditar en todo caso cuáles son los fundamentos de la
resolución adoptada (artículo 35.2 LPC). Finalmente, el deber de motivación
alcanza también a los órganos colegiados, sin que quepa entenderlo cumplido
con la simple expresión del resultado de la votación realizada para alcanzar la
mayoría requerida. El TC considera que el deber de motivación es un tema de
legalidad ordinaria y, por tanto, sin acceso al recurso de amparo; pero sí alcanza
relieve constitucional cuando se trata de actos que limitan o restringen el ejer-
cicio de derechos fundamentales (SSTC 66/1995, 127/1997 y 7/1998).

Por otra parte, la obligación de motivar los actos se establece también en el
Derecho comunitario europeo (artículo 296 del TFUE), habiendo considerado
la jurisprudencia del TJCE que, desde luego, no es suficiente la mera repetición
del texto de los artículos que amparan la actividad de la Comisión, debiendo
permitir conocer las justificaciones de la medida adoptada, para que el interesado
pueda defender sus derechos y comprobar si la decisión es o no fundada (STJCE
de 24-01-1992, caso La Cinq, SA).

Forma

Los actos administrativos, como hemos significado anteriormente, consti-
tuyen decisiones jurídicamente formalizadas, que se producen a través de un
cauce formal que se denomina procedimiento administrativo, cuyo estudio
corresponde a la lección siguiente.

Desde el punto de vista de la forma como elemento del acto administrativo
en sentido estricto, éste se producirá por escrito a través de medios electrónicos
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g) Los que acuerden la terminación del procedimiento o el desistimiento por la
Administración en procedimientos iniciados de oficio.

h) Las propuestas y los actos que resuelvan procedimientos sancionadores o de
responsabilidad administrativa.

i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como
los que deban serlo en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa».



III.

1.

a menos que se exija otra forma más adecuada de expresión y constancia (art.
36.1 LPC); sin embargo, la Ley permite que pueda producirse de forma verbal
(pero puede ser también acústica, de señales, etcétera). En este supuesto,
cuando sea necesaria además su constancia escrita, el propio funcionario o titu-
lar del órgano que la recibe, la consignará por escrito expresando la autoridad
de la que procede. También cabe que la propia autoridad que dictó varias reso-
luciones de forma verbal las recoja en una relación autorizada por ella (art. 36.2).
Igualmente deben reflejarse en la correspondiente acta los actos de los órganos
colegiados. En cualquier caso, si el funcionario recibe una orden de su superior
que estima ilegal, a fin de evitar su propia responsabilidad por su ejecución,
podrá exigir que la orden se le comunique por escrito.

Estas exigencias formales son requeridas para cada acto en concreto, pero
la Ley permite que cuando se trate de actos de la misma naturaleza, tales como
nombramientos, concesiones o licencias, se refundan todos en un solo acto for-
mal, en el que queden consignadas las circunstancias que deben individualizar
cada uno de los actos refundidos. Se trata de los denominados actos plúrimos,
de los que luego hablaremos (artículo 36.3 LPA).

El contenido formal de los actos producidos por escrito depende del tipo de
acto en concreto. En todo caso, deben reflejar la decisión adoptada, el órgano
que la dicta y la fecha. La norma puede exigir que la decisión se exprese numé-
ricamente o por conceptos preestablecidos (caso de las calificaciones académi-
cas). Además, si el acto debe ser motivado, debe expresar los motivos en la
forma en que antes se ha analizado. Si el acto ha sido objeto de dictamen por el
Consejo de Estado, debe expresar también si se dicta de acuerdo o de confor-
midad con dicho dictamen, u oído el Consejo de Estado; en el segundo caso, se
indica que la resolución se aparta de lo recomendado por dicho órgano. A veces
se emplea también la fórmula «de conformidad en lo sustancial con el Consejo
de Estado», que indica que hay una disconformidad de variado alcance con la
propuesta de dicho órgano consultivo.

Por último, al tratar de la forma debe señalarse que los actos que afectan a
los derechos e intereses de los administrados deberán notificarse o publicarse;
pero la notificación, que implica un nuevo acto, no afecta a la perfección del acto
que se viene a notificar sino sólo a su eficacia, como estudiaremos en la lección
siguiente.

CLASES DE ACTOS ADMINISTRATIVOS

ACTOS FAVORABLES Y DE GRAVAMEN

La clasificación formulada por la doctrina alemana diferencia los actos favo-
rables de los de gravamen (o limitativos de derechos), según los efectos de uno
u otro signo que produzcan en los derechos e intereses de sus destinatarios.
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Ejemplo de los actos favorables son las admisiones, autorizaciones, concesio-
nes, subvenciones, etc.; y de los segundos las sanciones, expropiaciones, etc.
Los actos favorables son irrevocables y excepcionalmente pueden tener efectos
retroactivos, siempre que en la fecha a que se retrotraen sus efectos se diesen
las condiciones establecidas para otorgar dicho acto y éste no suponga lesión
para otras personas (art. 39.3 LPC). Los actos de gravamen o limitativos de
derechos exigen un rango mayor en la habilitación normativa, deben ser moti-
vados y son irretroactivos (STS de 12-11-1986).

ACTOS RESOLUTORIOS Y DE TRÁMITE

Los primeros son los actos propiamente dichos, las resoluciones adminis-
trativas, en tanto que los llamados de trámite son los que se producen en el curso
de un procedimiento que culminará normalmente con una resolución (o, excep-
cionalmente, con el archivo de las actuaciones por cualquiera de las causas que
luego se estudiarán). Los actos de trámite no tienen vida jurídica propia, sino
que se refunden en la resolución que pone fin al procedimiento. Constituyen
ejemplos de actos de trámite los informes, dictámenes, propuestas, testimonios,
etc.

La distinción tiene efectos procesales muy importantes, ya que, como regla,
sólo las resoluciones administrativas son susceptibles de recurso. Por excep-
ción pueden serlo también los actos de trámite cuando determinen la imposibi-
lidad de continuar el procedimiento (por ejemplo, el acto que ordena la conclu-
sión anormal del procedimiento y el archivo del expediente) o causen indefen-
sión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos (artículos 112.1
LPA y 25.1 LJ). En rigor, esto no significa que los actos que se producen en el
seno de un procedimiento administrativo, que pueden ser muy numerosos, no
sean susceptibles de fiscalización en vía de recurso, sino que no pueden serlo
de forma independiente al recurso interpuesto contra la resolución final de ese
mismo procedimiento, salvo las excepciones ya mencionadas. Es decir, que nada
impide, y es además muy normal, que la impugnación de la resolución adminis-
trativa –acto definitivo– se fundamente en vicios que concurren en actos pro-
ducidos en el procedimiento correspondiente –actos de trámite–.
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Constituyen ejemplos de actos de trámite, y no son por tanto actos recurribles
de forma autónoma, los informes y dictámenes, que son actos de juicio que se
emiten en el seno de un procedimiento resolutorio (STS de 30-04-1984), los actos
de iniciación o de impulso en el procedimiento administrativo (STS de
24-04-1985), los actos que aun expresando una verdadera declaración de voluntad
no constituyen la resolución final de un procedimiento, como las aprobaciones
iniciales o provisionales de los planes de urbanismo (STS de 28-09-1984), o los
actos necesitados de aprobación por un órgano o ente superior (STS de
24-05-1979). No tienen por el contrario el carácter de actos de trámite las con-
sultas vinculantes, pues ponen fin a un procedimiento de consulta y condicionan
el comportamiento futuro del administrado, por lo que son recurribles (Dictamen



3.

4.

5.

ACTOS QUE CAUSAN ESTADO EN LA VÍA ADMINISTRATIVA Y
ACTOS QUE NO LO PRODUCEN

La distinción recogida por el art. 114 LPA, que recoge los actos que ponen
fin a la vía administrativa (y por el 52 de la LRBRL), se orienta a establecer qué
actos son susceptibles de recurso de alzada ante el superior jerárquico, y qué
otros no lo son, al agotar la vía administrativa por no tener superior jerárquico
o tratarse de asuntos de la competencia exclusiva de los órganos que los dictan.
Los actos que causan estado, poniendo fin a la vía administrativa, sólo son sus-
ceptibles de recurso contencioso-administrativo o de revisión de oficio o del
recurso potestativo de reposición. Los actos que no causan estado deben ser
recurridos en alzada con carácter previo a la posible interposición de un recurso
contencioso-administrativo. El análisis más detallado de este tipo de actos se
hará en la lección 17.

ACTOS ORIGINARIOS Y CONFIRMATORIOS

Actos originarios son los que ponen fin a un procedimiento que se plantea
por vez primera en relación a una concreta cuestión y para un caso determinado.
Los actos confirmatorios son los que se limitan a reproducir o confirmar otro
acto previo dictado sobre el mismo asunto, idénticos sujetos, y en base a iguales
pretensiones y argumentos (STS de 14-07-1986). La distinción es relevante a
efectos de la posibilidad de impugnación de los actos administrativos, por cuanto
los confirmatorios no son impugnables, ya que de otra suerte, dictando un nuevo
acto confirmatorio se abrirían de nuevo los plazos para recurrir el acto originario
consentido; plazos que podrían haber ya transcurrido (artículo 28 LJ).

ACTOS SIMPLES Y ACTOS COMPLEJOS

Los primeros son los actos ordinarios o generales, en los que un solo órgano
tiene atribuida la competencia para decidir. Por el contrario, en los actos com-
plejos la competencia resolutoria es mixta, siendo compartida por dos o más
órganos (ENTRENA CUESTA). Como ejemplo de estos actos se citan las Órde-
nes conjuntas de varios Ministerios, hoy prácticamente inexistentes al tener
atribuida la competencia para aprobarlas el Ministro de la Presidencia, a pro-
puesta de los Ministerios interesados, y, por tanto, la competencia compartida
se da sólo a nivel de propuesta, y no a nivel de resolución. Por análoga razón,
algunos autores excluyen de esta categoría de actos complejos los necesitados
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del Consejo de Estado de 30 de julio de 1988). En el Derecho comunitario europeo
la posibilidad de recurrir determinados actos de trámite se ha reforzado por
STJCE de 13-12-1992 (caso Borelli), que afirma la recurribilidad de los informes
de órganos de los Estados miembros emitidos en procedimientos de elaboración
de actos comunitarios. Recurso que es procedente incluso si la legislación nacio-
nal no lo admite, por tratarse de un principio general de Derecho comunitario.



6.

7.

IV.

de aprobación por un órgano superior (ENTRENA CUESTA). En este supuesto,
la aprobación por el órgano superior es sólo un requisito de eficacia de un acto
ya dictado por el órgano inferior. Constituye un ejemplo de acto complejo la
Resolución de un Rector de Universidad y del INSALUD por la que se nombra
a un concursante catedrático de universidad con plaza vinculada como médico
de un hospital de esa institución.

ACTOS PLÚRIMOS

Se denominan plúrimos los actos que aparecen reflejados en una misma
relación o publicación, pero que conservan su vida jurídica perfectamente dife-
renciada al tratarse no de un solo acto, sino de varios independientes. Por ejem-
plo, una relación de admitidos en un concurso, que puede contenerse en una
misma publicación, refleja en realidad tantos actos de admisión como personas
admitidas. La impugnación por parte de alguno de estos destinatarios sólo a su
acto de admisión afecta, y no, en principio, a la de los otros actos reflejados en
la misma relación. La modalidad se recoge en el art. 36.3 LPA.

ACTOS CONSTITUTIVOS Y DECLARATIVOS

Son actos constitutivos los que innovan las relaciones jurídicas de los des-
tinatarios, y declarativos los que se limitan a certificar, acreditar o inscribir en
registros administrativos hechos o situaciones sin alterar las relaciones jurídi-
cas a las que se refieren.

EL SILENCIO ADMINISTRATIVO

Se denomina silencio administrativo la ausencia de resolución expresa que
decida sobre un asunto en un procedimiento en curso. La Administración
Pública tiene siempre el deber de resolver de forma expresa todos los procedi-
mientos abiertos y de notificar la resolución (art. 21.1 LP). La Administración
no podrá abstenerse de resolver a pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia
del Ordenamiento jurídico, pero la resolución podrá ser de inadmisión de la
solicitud si se pretende el reconocimiento de derechos no previstos en el Orde-
namiento o carentes manifiestamente de fundamento, sin perjuicio del derecho
de petición previsto en el artículo 29 CE. Tampoco hay obligación de resolver
en los supuestos de convenio (que tiene el carácter de acto finalizador del pro-
cedimiento), ni en los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sujetos
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Otro sector doctrinal une a la clasificación antes considerada la categoría de los
actos compuestos, en los que deben ejercer una competencia codecisora órganos
de dos Entidades distintas. Así, el TC ha calificado de acto compuesto el nom-
bramiento del Presidente de una Comunidad Autónoma, en el que junto al acuerdo
del Parlamento correspondiente se da el nombramiento por el Rey refrendado
por el Presidente del Gobierno (STC 16/1984, de 6 de febrero, referida al Presi-
dente de la Comunidad Foral de Navarra).



únicamente al deber de presentar una declaración responsable o comunicación
a la Administración. En los casos en que concurra alguna de las causas de ter-
minación anormal del procedimiento, que se estudian en la lección siguiente, la
resolución se limitará a declarar los hechos y normas aplicables para la produc-
ción de la terminación anormal del procedimiento. El incumplimiento de este
deber de resolver es causa de responsabilidad para el titular del órgano que debió
resolver (art. 21.6LPA).

Es evidente que el deber de resolver no puede quedar indefinidamente
abierto dejando a la voluntad de la Administración cuándo resolver un procedi-
miento abierto; ello produciría una evidente lesión a los derechos o intereses
legítimos de los ciudadanos, que a menudo precisan de una resolución adminis-
trativa, bien porque constituye un título habilitante para ejercer una actividad
(autorizaciones, por ejemplo), o porque supone una gran inseguridad el mante-
ner indefinidamente abierta la posibilidad de que la Administración dicte una
resolución lesiva para él. Por ello, la LPC establece que todos los procedimien-
tos tienen un plazo máximo para su resolución, pero se remite a la norma que
regule específicamente cada procedimiento administrativo la fijación de dicho
plazo. Esta opción del legislador básico estatal parece conforme con la gran
desigualdad que, en cuanto a su complejidad para resolverlos, presentan los
diversos procedimientos existentes; pero supone abandonar un deber que la CE
impone al legislador, de garantizar a todos los ciudadanos un tratamiento común
ante cualquiera de las Administraciones Públicas. Al dejar la fijación de este
plazo a cada Administración Pública en la regulación del procedimiento corres-
pondiente, se producen en efecto graves desigualdades en supuestos sustan-
cialmente coincidentes. Por ello, la LPC ha venido a garantizar un plazo máximo
común en tales determinaciones específicas de estos plazos: no podrán ser
superiores a seis meses, salvo que una norma con rango de Ley o una norma
Derecho de la Unión europea prevean otro mayor (art. 21.2 LPA), lo que supone
excluir que dichos plazos puedan modificarse por simple reglamento. Y si la
norma reguladora del procedimiento no fija plazo máximo éste será de tres
meses (art. 21.3).

Sin embargo, el legislador sectorial viene regulando los plazos del silencio
con mayor amplitud que la LPA, y especialmente las CCAA han aprobado leyes
con el único objetivo de regular este tema y ampliando siempre los plazos para
la producción del silencio administrativo. Por otra parte, cada Administración
Pública viene obligada a mantener actualizadas las publicaciones informativas
correspondientes, y debe informar también a todos los interesados de cuál es el
plazo de producción del silencio y de sus efectos, dentro de los diez días siguien-
tes a la recepción de sus correspondientes solicitudes en el registro del órgano
competente para su tramitación, así como de la fecha en que ha tenido entrada
su solicitud en dicho registro.
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El plazo se computará (dies a quo) desde la fecha del acuerdo de iniciación
del procedimiento, si éste se inició de oficio, y desde la fecha en que tuvo entrada
en el registro electrónico de la Administración competente para su tramitación,
si se inició a solicitud del interesado (art. 21.3 LPA). Y finaliza (dies ad quem)
en el día en que se cumple el plazo establecido. Por tanto, si con posterioridad
a esta fecha se recibe la notificación de una resolución expresa, datada ante-
riormente, los efectos del silencio, positivos o negativos, ya se habrán producido
y solo podrá dictarse una resolución confirmatoria del mismo si el silencio era
positivo (art. 24.3 LPA).

El cómputo del plazo, sin embargo, se interrumpirá si la Administración
competente requiere al interesado para que realice alguna subsanación o actua-
ción concreta, y en general cuando el curso del procedimiento se interrumpe
por causa imputable al interesado, reanudándose una vez haya cumplimentado
el interesado lo requerido. Igualmente se interrumpe el cómputo del plazo en
los siguientes supuestos (art. 22):
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cuando para resolver el procedimiento deba obtenerse con carácter previo y pre-
ceptivo un pronunciamiento de un órgano de la Unión Europea, desde que se
solicite (lo que deberá comunicarse al interesado) hasta que el pronunciamiento
se realice y se notifique a la Administración que instruye el procedimiento;

cuando exista un procedimiento no finalizado de la UE que condicione directa-
mente la resolución de que se trate;

cuando se soliciten informes preceptivos de la resolución a adoptar, de otro
órgano de la misma o distinta Administración, desde que se solicite (lo que debe
comunicarse al interesado) hasta que el informe se emita. Suspensión que tiene
un plazo máximo de tres meses;

cuando deban realizarse en el procedimiento pruebas técnicas o análisis contra-
dictorios o dirimentes solicitados por los interesados, durante el tiempo necesario
para la incorporación de los resultados al expediente;

cuando se inicien negociaciones en orden a la conclusión de un pacto o convenio
que suponga la terminación convencional del procedimiento, desde que se
acuerde formalmente iniciarlas hasta que se declaren concluidas sin acuerdo, en
su caso;

cuando sea indispensable un previo pronunciamiento por un órgano judicial,
desde que se solicita hasta que se tenga constancia del mismo;

cuando la Administración requiera a otra para que anule o revise un acto que
constituya la base para resolver un asunto, desde que se requiera hasta que se
resuelva lo procedente por la Administración requerida o, en su caso, por decisión
judicial;

cuando el órgano competente decida practicar alguna actuación complementaria
indispensable para resolver;



Por lo demás, los plazos podrán ampliarse respecto del fijado en la norma
procedimental de la Administración Pública competente por acuerdo motivado,
cuando concurran circunstancias excepcionales que lo hagan necesario; pero
dicha ampliación no podrá ser superior al plazo establecido para la tramitación
del procedimiento (art. 23).

Sin embargo, el deber de resolver y de hacerlo en plazo ha sido inveterada-
mente incumplido en muchas ocasiones por la Administración Pública por diver-
sas causas (pereza funcionarial, lento actuar en los servicios, mala fe, etc.), y
seguirá incumpliéndose pese al énfasis, loable, que pone la LPC en imponer tal
deber. Naturalmente, de la resolución administrativa dependen en muchas oca-
siones el ejercicio de nuestros derechos y libertades; la no resolución en plazo,
por tanto, condiciona gravemente el funcionamiento de la vida económica y de
nuestras relaciones sociales. Por ello, el legislador se preocupó tempranamente
de regular los efectos del silencio administrativo, es decir, de posibilitar el que el
interesado pudiera reaccionar frente a ese silencio o de atribuirle efectos direc-
tos, considerándolo como un tipo de acto administrativo: el acto presunto.

En función de los efectos que se otorgan al silencio administrativo, resultan
dos tipos básicos de silencio: el silencio positivo, que es un verdadero acto
administrativo, acto presunto, que sustituye plenamente la falta de resolución
por acto expreso; y el silencio negativo, que implica la desestimación de la soli-
citud o del recurso presentado por el interesado, permitiéndole interponer el
recurso que corresponda contra dicha desestimación. El silencio negativo, como
veremos más adelante, no es un acto presunto, sino una mera ficción legal que
permite al interesado reaccionar contra la desestimación de su pretensión que
el silencio negativo implica.
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y cuando los interesados promuevan una recusación hasta que se resuelva por el
superior jerárquico.

El silencio administrativo parece una institución naturalmente orientada a regular
la terminación de los procedimientos administrativos que desembocan en un acto
administrativo y no en una norma reglamentaria, que debe ser siempre expresa
y a la que no le es aplicable el silencio. Sin embargo, como ha notado TRAYTER,
en el caso de determinadas normas-plan (los planes de urbanismo, por ejemplo),
que son verdaderos reglamentos, también se prevé su aprobación por silencio
administrativo.

La LPC de 1992 estableció como regla que a falta de previsión expresa el silencio
se consideraría positivo; pero como en la práctica permitía regular los efectos del
silencio a cada Administración Pública, el silencio negativo, que debía ser la
excepción, se convirtió en la práctica en la regla más extendida. Esta posibilidad
de regulación dispar de los efectos del silencio por cada Administración era cla-
ramente contraria a lo dispuestos en el artículo 149.1.18.ª CE, pues suponía que
los ciudadanos pudieran tener un tratamiento en la regulación del silencio según
la Entidad con la que se relacionaran. En este mismo sentido se pronunció la STC



1.

Ante las justificadas críticas que mereció la regulación del silencio adminis-
trativo en la LPC de 1992, la reforma introducida por la Ley 4/1999 ha diferen-
ciado los efectos del silencio en función del tipo de procedimiento en el que se
produce, según se haya iniciado a solicitud del interesado o de oficio, y ha acotado
las posibilidades de regulación de los efectos del silencio por las distintas Admi-
nistraciones Públicas. El silencio será positivo, como regla general en el caso
de las solicitudes de los interesados salvo los supuestos en que el propio artículo
24.1LPA imponga el silencio negativo. Y el silencio será negativo en los proce-
dimientos iniciados de oficio cuando de ellos pudiera derivarse el reconoci-
miento o la constitución de derechos o situaciones jurídicas individualizadas.
Por otra parte, el silencio producirá la caducidad del procedimiento, si se trata
del ejercicio de potestades sancionadoras o susceptibles de producir efectos
desfavorables o de gravamen a los interesados.

SILENCIO POSITIVO

Es, como se ha dicho, un acto presunto, por el que la Administración Pública
accede a la solicitud de un interesado al no haberla resuelto de forma expresa
en el plazo establecido. Tiene, en consecuencia, la consideración de verdadero
acto administrativo finalizador del procedimiento administrativo en que se pro-
duce (art. 24.2), y como cualquier otro acto declarativo de derechos es irrevo-
cable, salvo las facultades de la Administración Pública para revisarlo de oficio
si está incurso en un vicio de nulidad de pleno derecho. En este sentido, para
conciliar el silencio administrativo con el deber de resolver que tiene la Admi-
nistración Pública, tras producirse el silencio positivo, cualquier resolución
expresa posterior (también llamada resolución tardía) sólo podrá dictarse de ser
confirmatoria del mismo (artículo 24.3 LPA).

Debe tenerse en cuenta, además, que para prevenir los peligros de obtener
por silencio administrativo facultades o derechos contrarios al Ordenamiento
jurídico, se prevé la nulidad de pleno derecho para los actos expresos o pre-
suntos contrarios al Ordenamiento jurídico por los que se adquieran facultades
o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición
(artículo 47.1. f. LPA) Se pretende cerrar así una vía muy peligrosa para los
intereses públicos, que en virtud de una generosa regulación de los efectos
positivos del silencio, podría favorecer los intentos de lograr, con distintas
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23/1993, de 21 de enero, que refiriéndose al silencio administrativo afirmó «Que
este extremo del procedimiento administrativo deba resultar "común" en todo el
Estado, en el sentido querido por el artículo 149.1.18.ª de la Constitución, se
justifica en la necesidad de que esa garantía mínima que redunda en un beneficio
de los administrados juegue igual». Por otra parte, la Directiva 2006/123/CE del
Parlamento y del Consejo de 13-12-2006, de servicios, incorporada a nuestro
Derecho por la Ley 17/2009 (ley Paraguas), ha impuesto el silencio positivo en
las materias que regula, salvo excepciones justificadas por razones imperiosas de
interés general (tema que se analiza en la lección 21).



artimañas fácilmente imaginables, actos presuntos contrarios al Ordenamiento
jurídico.

La LPA (artículo 24) establece que el silencio será positivo como regla
general en todos los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, salvo
que la propia LPC establezca el silencio negativo, como veremos en el apartado
siguiente, o que lo haga una Ley estatal o autonómica por razones imperiosas
de interés general, o una norma de Derecho comunitario o de Derecho Inter-
nacional aplicable en España establezca lo contrario. Carácter positivo del
silencio que se refuerza por el artículo 6 de la Ley 17/2009 (LAS), respecto a
los procedimientos por los que se solicitan autorizaciones para actividades
reguladas por dicha ley. También se regula como supuesto de silencio positivo
la resolución del recurso de alzada cuando se haya interpuesto contra la deses-
timación por silencio de una solicitud presentada en su día por el recurrente.
Con ello, se pretende «penalizar» el supuesto de un doble silencio adminis-
trativo, primero en vía de solicitud y luego en vía de recurso, lo que supone
una excepción a la regla de que en vía de recurso el silencio tiene siempre
efectos negativos. Por último, tiene también carácter positivo el silencio que
se produzca en los casos de solicitud en vía de recurso de la suspensión de los
efectos del acto recurrido, transcurridos un mes desde la presentación de dicha
solicitud, que normalmente se contiene en el propio escrito de recurso
(artículo 117.3 LPA).

Los problemas fundamentales que plantea el acto presunto obtenido por
silencio administrativo positivo son los del momento en que producen efectos,
la determinación de su contenido y el de su acreditación o prueba. El acto pre-
sunto produce efectos desde el vencimiento del plazo máximo previsto para
dictar el acto expreso y notificarlo (art. 24.4). El contenido se corresponde exac-
tamente con lo solicitado por el interesado y en los términos expresados en la
solicitud; sin embargo, como hemos advertido, la LPC, para prevenir los abusos
a los que podría conducir esta conclusión, ha establecido la nulidad de pleno
derecho de los actos que concedan facultades o derechos para los que se carezca
de los requisitos esenciales para su obtención. Con más simplicidad, el ordena-
miento urbanístico prevé que no se podrán obtener por silencio administrativo
facultades distintas a las que podrían obtenerse por resolución expresa. En
cuanto a la acreditación de la obtención de acto presunto, que a menudo cons-
tituye el título habilitante para ejercer una determinada actividad, el artículo
24.4 LPC permite acreditar la producción del silencio positivo por cualquier
medio de prueba admitido en Derecho, incluida la certificación emitida por el
órgano competente para resolver, que de ser solicitada deberá emitirse en el
plazo máximo de quince días desde que la petición tenga entrada en el registro
electrónico de la Administración.
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SILENCIO NEGATIVO

La LPA considera que el silencio negativo es la excepción, frente a la regla
general del silencio positivo. Sin embargo, esta afirmación es demasiado gene-
ral, y habría que diferenciar, como lo hace la LPA, los efectos del silencio en los
procedimientos en vía de petición, esto es, en los iniciados a solicitud del inte-
resado, de los procedimientos en vía de recurso y de los procedimientos inicia-
dos de oficio.

a) En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la regla es efec-
tivamente la del silencio positivo, pero con las siguientes excepciones en que se
impone el silencio negativo:

En los procedimientos en que se ejerza el derecho de petición previsto
en el artículo 29 CE. En este caso, se entiende que la petición se refiere
a un acto graciable, no fundado en derecho alguno, por lo que el silencio
en ningún caso puede ser positivo.

En los procedimientos en que se soliciten autorizaciones o concesiones
que supongan la transferencia para el solicitante o terceros del ejercicio
de facultades relativas al dominio público o al servicio público, o que
impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio
ambiente. En dos primeros casos, al tratarse de bienes de dominio
público o de servicios públicos, es lógico que el silencio deba ser nega-
tivo, pues se trata de la esfera doméstica de la propia Administración
Pública.

En los procedimientos en que se solicite una indemnización por res-
ponsabilidad de la Administración (art. 91 LPA).

En los casos en que una Ley o norma del Derecho comunitario europeo
establezca el silencio negativo. Lo que constituye una excepción que
podríamos llamar de cláusula de estilo, ya que aunque no se contemplara
de forma expresa en la LPC, también produciría los mismos efectos.

También se produce el silencio negativo en los procedimientos en vía de
recurso, esto es, en los de impugnación de actos y disposiciones generales, con
la excepción ya señalada en el apartado anterior del recurso de alzada inter-
puesto contra actos producidos también por silencio administrativo, y en los
procedimientos de revisión de oficio incoados a solicitud de los interesados.
Supuestos en los que el silencio es lógico que también sea negativo, puesto que
ya ha habido una toma de posición expresa y negativa sobre el asunto de la
administración que el recurso interpuesto trata de modificar.

b) Igualmente se produce silencio administrativo negativo en los procedi-
mientos iniciados de oficio de los que pudiera derivarse el reconocimiento o la
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constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables para los inte-
resados que hubieren comparecido en el procedimiento [art. 25.1.a)].

Por otra parte, en los procedimientos iniciados de oficio de carácter sancio-
nador o de intervención susceptibles de producir efectos desfavorables o de
gravamen para el interesado, la falta de resolución expresa en plazo produce la
caducidad del procedimiento [artículo 25.1.b)] tema que se estudia en el apar-
tado, y cuyos efectos son distintos a los del silencio administrativo.

A diferencia del silencio positivo, el negativo no tiene la consideración de
acto presunto (que sí la tenía en la anterior regulación de 1992, y que sigue
siendo la calificación que le da el artículo 46.1 LJ). Es tan sólo una ficción legal
por la que el procedimiento se considera finalizado a los solos efectos de que si
el interesado lo considera conveniente entienda desestimada su solicitud y
pueda interponer el recurso procedente. Por consiguiente, al no tener el carác-
ter de acto presunto, la Administración Pública puede dictar cualquier resolu-
ción que se considere procedente aun después de haberse producido el silencio
negativo, sin estar vinculada por acto propio previo alguno. Es decir, que pese
a los efectos desestimatorios del silencio negativo, la Administración puede
dictar una resolución posterior expresa de efectos estimatorios. Posibilidad que
no sólo es conveniente para el interesado, sino que evita la interposición de
recursos inútiles o su desistimiento si se hubiesen interpuesto, con la conse-
cuencia de aliviar la carga de los Tribunales de Justicia.

Dado su carácter de mera ficción legal, el silencio negativo no plantea ningún
problema, ni respecto a su significado: mera presunción legal de desestimación
a efectos de interposición del recurso procedente; ni en cuanto a su prueba, pues
basta con acreditar el mero transcurso del tiempo necesario para la producción
del silencio en el recurso que finalmente se interponga. Por el contrario, sí
plantea problemas la determinación de hasta cuándo es posible al interesado
hacer uso de la facultad de interponer el recurso que proceda contra la deses-
timación producida por silencio administrativo negativo, puesto que con inde-
pendencia del deber de resolver que incumbe a la Administración, tampoco
parece conveniente dejar indefinidamente abierta la posibilidad de recurrir el
silencio negativo, por lo que el legislador tradicionalmente ha fijado un plazo.

El plazo para interponer el recurso procedente ante el silencio negativo se
computará a partir del momento en que éste se haya producido según la nor-
mativa reguladora del procedimiento correspondiente. Si se trata de un proce-
dimiento de resolución de un recurso de alzada, o de reposición el plazo para
interponer el recurso será en cualquier momento desde la producción del silen-
cio negativo (arts. 122.1 y 124.1 LPA).

Lección 13

57

Con relación al silencio administrativo se plantea el problema de fijar cuál es el
plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo en los supuestos de
silencio negativo. La LJ 1998 estableció que si el acto no fuera expreso, caso del



3. OTRAS MODALIDADES DE REGULACIÓN DEL SILENCIO
ADMINISTRATIVO

Hasta aquí, hemos considerado los supuestos en que el silencio es positivo
y tiene el carácter de acto presunto, resolutorio de un procedimiento adminis-
trativo iniciado a solicitud del interesado, y aquellos en los que el silencio es
negativo, suponiendo una mera ficción legal que permite entender desestimadas
sus pretensiones e interponer el recurso procedente, lo que puede producirse
tanto en supuestos de procedimientos iniciados de oficio como a solicitud del
interesado. Pero existen otros supuestos en que los efectos conectados a la
figura del silencio son distintos.

En primer lugar, debemos considerar el caso de silencio que pueda produ-
cirse en los procedimientos iniciados de oficio en el ejercicio de potestades san-
cionadoras, o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos
desfavorables o de gravamen a los interesados, entre los que se incluyen los
supuestos de revisión de oficio de los actos administrativos o de la declaración
de lesividad del acto administrativo. En estos supuestos, el silencio produce el
efecto de caducidad del procedimiento en curso, obligando al órgano que la
declare a ordenar el archivo de las actuaciones. Como quiera que el transcurso
del plazo determinante de la producción del silencio puede ser el resultado de
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silencio administrativo, el plazo será de seis meses, contados desde el día
siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el
acto presunto (artículo 46 LJ). Pero esta concepción respondía a la regulación que
estableció la LPC 1992, que consideraba que el silencio negativo tenía la natura-
leza de acto presunto, lo que ha sido modificado por la Ley 4/1999, que lo considera
acertadamente como una mera ficción legal. Ante ello, GARCÍA DE ENTERRÍA
considera derogado el plazo de seis meses establecido por el artículo 46.1 LJ, por
lo que debe entenderse que en caso de silencio administrativo negativo no existe
plazo alguno para recurrir ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Doc-
trina que viene a enfatizar el carácter de mera ficción legal del silencio negativo
que se limita a posibilitar el ejercicio de recursos contra dicha situación, y a realzar
la obligación inexcusable de la Administración Pública de resolver los procedi-
mientos administrativos en curso. Lo que ya había sido subrayado por las Sen-
tencias del TS de 22-03-1997, 19-07-1997, 26-07-1997; 28-11-1998; 21-06-1999
y 11-10-2001, y por las SSTC 6/1986, de 21 enero, que equiparó el silencio nega-
tivo a una notificación defectuosa, y 204/1987, de 21 dic., 63/1995, de 3 de abril,
118/2003, de 27 de octubre, 14/2006, de 16 de enero y 175/2006, que niegan
pudiera aplicarse la doctrina del acto consentido en caso de desestimación por
silencio de un recurso administrativo, que no se recurre «en plazo» ante el con-
tencioso-administrativo porque sería contradictorio que la notificación defectuosa
no produzca efectos e interrumpa el plazo del recurso y fijar un plazo cuando la
Administración incumple el deber de resolver para acceder a la jurisdicción con-
tencioso-administrativa. Doctrina jurisprudencial que avala la inexistencia de
plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo mientras la Admi-
nistración Pública no resuelva expresamente.



V.

una paralización del procedimiento por causa imputable al interesado, en este
caso dicho plazo se interrumpirá, reanudándose tan sólo cuando el interesado
vuelva a permitir la continuidad de la tramitación del procedimiento.

En segundo lugar, la regulación de los efectos del silencio puede venir esta-
blecida con relación a la emisión de simples actos de trámite que no pongan fin
al procedimiento (actos resolutorios). Por ejemplo, con relación a la emisión de
informes que tienen establecido un plazo de emisión. En estos supuestos, la Ley
puede establecer distintos efectos para la no emisión de dicho informe: dándole
efectos favorables o desfavorables, según los casos; o previendo simplemente
la continuidad del procedimiento, sin prejuzgar ningún otro efecto, pero des-
cartando que la omisión del informe pueda incidir en la validez del acto resolu-
torio que pone fin al procedimiento en que no llegó a evacuarse el informe
eventualmente preceptivo, etc.

VICIOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO

Los actos administrativos están viciados cuando sus elementos no reúnen
los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico con carácter general o
específico para el tipo de acto concreto, por lo que sanciona su invalidez.

Los vicios en que pueden incurrir los actos administrativos son de dos tipos:
nulidad de pleno derecho, que comprende los supuestos más graves, y anulabi-
lidad. La nulidad de pleno derecho es la excepción y sólo se da en supuestos
tasados por la Ley, y la anulabilidad es la regla general. Siguiendo a la doctrina
civilista, la administrativista señalaba las siguientes diferencias fundamentales
entre ambos vicios:

a) La nulidad de pleno derecho no pue convalidarse en ningún momento y
admite su impugnación en cualquier tiempo, mientras que la anulabilidad sólo
la permite en los plazos previstos para recurrir. Sin embargo, en cuanto a esta
posibilidad, debe advertirse que en Derecho administrativo los plazos para recu-
rrir son inexorables y si han transcurrido los plazos para interponer el recurso
que corresponda, la declaración de nulidad del acto nulo de pleno derecho sólo
podrá lograrse a través de la revisión de oficio, que también tiene los límites que
establece el art. 110 LPA.

b) La otra diferencia fundamental que prevé el Derecho privado entre estos
dos vicios es que la nulidad de pleno derecho tiene efectos ex tunc, mientras que
en la anulabilidad son ex nunc (desde que se declaró); pero en Derecho adminis-
trativo, los efectos de ambos vicios se igualan en cuanto que los efectos de la
declaración de su existencia por la Administración en vía de recurso o de revi-
sión de oficio siempre tienen el efecto de hacer desaparecer el acto anulado, y
la nulidad no implica la de los actos sucesivos que sean independientes del
mismo (art. 49 LPA), y tampoco la nulidad de pleno derecho de una norma
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Este volumen II del Manual comprende las materias que se relacionan en la portada, que son las 
que se estudian en el segundo semestre de la disciplina de los Planes de estudio de las Facul-
tades de Derecho para obtener el Grado de Derecho. Por esta razón se considera que ya se ha 
estudiado en un semestre anterior del mismo cuso, o en otro curso anterior, la materia analizada 
en el primer volumen de este manual.

Al formar los dos volúmenes parte del estudio de la Parte General del Derecho Administrativo, 
este volumen II incorpora también la bibliografía general de toda la obra, pero sigue en la nume-
ración de las lecciones que comprenden el volumen I. 

Los dos volúmenes son de venta independiente, por corresponder su estudio a dos semestres 
distintos en la generalidad de los planes de estudio de las Facultades de Derecho.

Esta edición 36 tiene actualizada toda la legislación de los temas que estudia. En particular, 
incluye la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de Medidas para el Servicio Público de la Justicia, 
en lo que afecta al Derecho Administrativo.




